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Segundo. Asimismo, aquellas otras que, presentadas 
durante el mismo período, adolecen de algún defecto, se pu-
blican igualmente mediante esta Resolución, concediéndose 
plazo para la subsanación de tales errores o defectos.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Esta Delegación es competente para dictar la presente 
Resolución con base en el Decreto del Presidente 14/2010, 
de 22 de marzo, sobre reestructuración de Consejerías, y el 
Decreto 133/2010, de 13 de abril, por el que se regula la es-
tructura orgánica de la Consejería de Hacienda y Administra-
ción Pública.

II. Son de aplicación los artículos 13 y siguientes del 
Reglamento de Ayudas de Acción Social para el personal al
servicio de la Administración de la Junta de Andalucía, apro-
bado por Orden de 18 de abril de 2001, que regulan la Ayuda 
«Médica, Protésica y Odontológica», así como la Resolución 
de 27 de enero de 2010, en la que se determina para el ejer-
cicio 2010, las cuantías a abonar para este tipo de ayudas, en 
relación con el artículo 8 del referido Reglamento.

Vistos los hechos y fundamentos de derecho expuestos, y 
demás de general aplicación, esta Delegación Provincial 

R E S U E L V E

Primero. Publicar los listados definitivos de ayudas conce-
didas al personal al servicio de la Administración de la Junta 
de Andalucía, con cargo al Fondo de Acción Social, presenta-
das entre el 1 de octubre y el 30 de noviembre de 2010, en la 
modalidad «Médica, Protésica y Odontológica».

Segundo. Publicar los listados provisionales de excluidos 
de estas Ayudas, presentadas en la misma fecha, con indica-
ción de las causas de exclusión, así como conceder un plazo 
de quince días hábiles contados a partir del día siguiente a 
la publicación de la presente Resolución para que los intere-
sados presenten las reclamaciones que estimen pertinentes 
en relación con el contenido de dicho listado, y, en su caso, 
subsanen los defectos padecidos en su solicitud o en la docu-
mentación preceptiva. Dichas reclamaciones se presentarán 
en esta Delegación Provincial, sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

A tales efectos, ambos listados quedarán expuestos en 
esta Delegación Provincial, pudiendo realizarse la consulta, 
además, a través de la web del empleado público de la Junta 
de Andalucía.

Tercero. Contra los listados definitivos de beneficiarios 
hechos públicos con la presente Resolución, que agota la vía 
administrativa, se podrá interponer:

a) El personal funcionario puede interponer recurso de 
reposición, con carácter potestativo, en el plazo de un mes, a 
contar desde el día siguiente al de su publicación, de acuerdo 
con los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, o recurso conten-
cioso-administrativo, ante el Juzgado de lo Contencioso-Admi-
nistrativo de Almería o ante el Juzgado en cuya circunscripción 
tuviere el demandante su domicilio, a elección de este último, 
en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al de 
la publicación de la misma, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

b) El personal laboral podrá interponer reclamación previa 
a la vía judicial laboral, conforme a lo dispuesto en los artícu-

los 120 y siguientes de la citada Ley 30/1992 y 69 y siguien-
tes del Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Procedimiento 
Laboral. 

Almería, 1 de abril de 2011.- El Delegado, Juan Cáceres 
Gerez. 

 RESOLUCIÓN de 15 de abril de 2011, de la Dele-
gación Provincial de Huelva, por la que se da publici-
dad a los listados definitivos de personas solicitantes 
de Ayudas de Acción Social, modalidad Médica, Proté-
sica y Odontológica, que resultaron provisionalmente 
excluidas en Resoluciones de 16.2.2011, 22.2.2011 y 
1.3.2011, correspondiente al período comprendido en-
tre octubre y diciembre de 2010.

Mediante Resoluciones de esta Delegación Provincial de 
fechas 16.2.2011, 22.2.2011 y 1.3.2011 (BOJA núms. 44, de 
4 de marzo, 49, de 10 de marzo, y 53, de 16 de marzo, res-
pectivamente), se dio publicidad a la relación de beneficiarios 
y cantidades concedidas para con la solicitudes de Ayudas de 
Acción Social, modalidad Médica, Protésica y Odontológica, 
presentadas en la provincia de Huelva durante el período 1 de 
octubre de 2010 a 31 de diciembre de 2010.

En el mismo acto, y sin perjuicio de las notificaciones 
personales, se anunciaban las relaciones de solicitudes inad-
mitidas por necesidad de subsanación de la documentación 
necesaria y de aquellas cuya propuesta era desfavorable a la 
concesión. En ambos supuestos, se habilitaban los correspon-
dientes plazos, tanto para la aportación a que se refiere el art. 
71 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, como para la pre-
sentación de las alegaciones que cada interesado tuviere por 
conveniente a su derecho. Habiendo transcurrido los plazos 
previstos y conforme la documentación recibida en cada caso, 
se ha procedido a la calificación de la misma con el fin de 
efectuar el definitivo pronunciamiento de las solicitudes a que 
se refiere este párrafo y durante el periodo antes expuesto.

I. Conforme a la disposición adicional cuarta de la Orden 
de 15 de septiembre de 2010, de delegación de competen-
cias de la persona titular de la Dirección General de Recur-
sos Humanos y Función Pública en las personas titulares de 
las Delegaciones Provinciales y según lo dispuesto en el art. 
16.1.o) del Decreto 133/2010, de 13 de abril, por el que se 
establece la Estructura Orgánica de la Consejería de Hacienda 
y Administración Pública, resulta inicialmente competente la 
Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública, 
«gestión en materia de acción social», competencias anterior-
mente atribuidas a la persona titular de la Dirección General 
de Inspección y Evaluación en materia de acción social, con 
anterioridad a la reforma organizativa operada por art. 14.2.K) 
del Decreto 305/2008, de 20 de mayo, por el que se esta-
blece la Estructura Orgánica de la Consejería de Justicia y Ad-
ministración Pública, derogatorio del D. 121/2002, y la Orden 
de 27 de mayo de 2002, que publicaba el texto integrado de 
ambos Decretos, y, en lo que afecta al caso, las expresadas 
en la Orden de 18 de abril de 2001, por la que se aprueba el 
Reglamento de Ayudas de Acción Social para el personal al 
servicio de la Administración de la Junta de Andalucía.

II. El ejercicio delegado de las competencias, por así dispo-
nerlo tanto el art. 6 del referido Reglamento como la disposición 
adicional segunda de la Orden que lo soporta, corresponde a las 
personas titulares de las Delegaciones Provinciales de Hacienda 
y Administración Pública, respecto del personal que esté desti-
nado en los servicios periféricos de cada provincia, la disposi-
ción adicional primera de la Orden de la Consejería de Justicia y 
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Administración Pública, de 18 de abril de 2001 (BOJA núm. 53, 
de 10 de mayo), en relación con el Decreto 133/2010, de 13 de 
abril (BOJA núm. 71, de 14 de abril), que establece la estructura 
orgánica de esta Consejería.

Visto lo anterior,

D I S P O N G O

1.1. Anunciar la publicación de la relación de perso-
nas solicitantes de Ayudas de Acción Social destinadas de los 
servicios periféricos de la Junta de Andalucía en la provincia 
de Huelva que habiendo presentado su petición durante el 
periodo comprendido entre el 1.10.2010 y el 31.12.2010 y re-
sultando inicialmente inadmitidas o excluidas mediante Reso-
luciones de 16.2.2011, 22.2.2011 y 1.3.2011, han subsanado 
los defectos que padecían su solicitudes en el plazo compren-
dido entre 1.1.2011 y 28.2.2011, precediéndose por tanto a 
su declaración como beneficiarias de Ayudas de Acción Social, 
modalidad Médica, Protésica y Odontológica.

1.2. Anunciar análoga publicación para con quienes, en 
las mismas circunstancias que refiere las Resoluciones de 
16.2.2011, 22.2.2011 y 1.3.2011, no han procedido a la sub-
sanación, no ha sido efectuada en los términos establecidos, 
no han formulado alegaciones o, de haberlas efectuado, no 
desvirtúan la primera calificación, teniendo sus procedimien-
tos por finalizados.

1.3. A los efectos de los párrafos precedentes, los listados 
podrán ser examinados por los interesados, en la parte que 
les concierne, en las dependencias de la Sección de Acción 
Social, Servicio de Administración Pública, de la Delegación 
Provincial de Hacienda y Administración Pública de Huelva 
(Avda. Alemania, 14, de la ciudad de Huelva).

1.4. Lo manifestado en el apartado 1.2 no es obsta la 
notificación personal al interesado.

2.1. Exponer el régimen de recursos aplicable al presente 
acto, que pone fin a la vía administrativa:

1. En el supuesto del personal laboral, podrá interponerse 
reclamación previa a la vía laboral conforme a lo dispuesto en 
los artículos 120 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, y 69 y siguientes de la Ley de Procedimiento Laboral.

2. En el supuesto del personal funcionario o no laboral 
podrá interponerse recurso de reposición, en el plazo de un 
mes a contar desde el día siguiente al de su publicación, ante 
el Delegado Provincial de Hacienda y Administración Pública 
en Huelva.

3. Tanto en un caso como en el otro puede hacer uso de 
su derecho a presentar la documentación en cualesquiera de 
los registros administrativos a que se refiere el art. 38.4 de la 
citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Huelva, 15 de abril de 2011.- El Delegado, Juan F. Masa 
Parralejo. 

 CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN

DECRETO 140/2011, de 26 de abril, por el que se 
modifican varios decretos relativos a la autorización de 
centros docentes para su adaptación a la Ley 17/2009, 
de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las activi-
dades de servicios y su ejercicio. 

La Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios 
en el mercado interior, establece el marco jurídico dentro 

de la Unión Europea para eliminar las trabas injustificadas o 
desproporcionadas al acceso y ejercicio de una actividad de 
servicios, siendo el fin perseguido eliminar los obstáculos que 
se oponen a la libertad de establecimiento de los prestadores 
en los Estados miembros y a la libre circulación de servicios 
entre los mismos, así como garantizar, tanto a los destinata-
rios como a los prestadores de servicios, la seguridad jurídica 
necesaria para el ejercicio efectivo de estas dos libertades fun-
damentales. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 44.1 de la 
citada Directiva, los Estados miembros pondrán en vigor las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas nece-
sarias para dar cumplimiento a lo establecido en la misma. 
A tal efecto, han sido aprobadas, en el ámbito estatal, la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las ac-
tividades de servicios y su ejercicio, y la Ley 25/2009, de 22 
de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adap-
tación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servi-
cios y su ejercicio y, en el ámbito de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, la Ley 3/2010, de 21 de mayo, por la que se 
modifican diversas leyes para la transposición en Andalucía de 
la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en 
el mercado interior, posteriormente tramitado como proyecto 
de Ley. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 42.2.4.º del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, la Comunidad Autó-
noma tiene asumidas las competencias en relación con la apli-
cación del derecho comunitario, que comprenden el desarrollo 
y la ejecución de la normativa de la Unión Europea cuando 
afecte al ámbito de las competencias de la Comunidad Autó-
noma.

La Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del 
Derecho a la Educación, establece en su artículo 23 que la 
apertura y funcionamiento de los centros docentes privados 
que impartan enseñanzas tanto de régimen general como de 
régimen especial, se someterán al principio de autorización 
administrativa. Este requisito de autorización previa está am-
parado por la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre 
acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, toda vez 
que en su mantenimiento concurren las condiciones de no dis-
criminación, necesidad y proporcionalidad. En este sentido, la 
Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diver-
sas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a 
las actividades de servicios y su ejercicio, no ha afectado a la 
modificación de la Ley Orgánica, 8/1985, de 3 de julio.

Lo establecido en la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, 
afecta, sin embargo, a los procedimientos y trámites para la 
obtención de las autorizaciones que deberán tener carácter re-
glado, ser claros e inequívocos, objetivos e imparciales, trans-
parentes, proporcionados al objetivo de interés general y darse 
a conocer con antelación.

Surge así la necesidad de abordar la reforma de una se-
rie de decretos en esta área, lo que lleva a aprobar mediante 
un solo decreto las modificaciones en cuanto a simplificación 
de trámites, teletramitación y reducción de plazos, correspon-
dientes a los procedimientos de autorización para la apertura 
y funcionamiento de centros docentes privados, así como los 
que regulan las escuelas de música y danza y los centros que 
imparten el primer ciclo de la educación infantil, así como con 
respecto a los requisitos mínimos de estos últimos centros. 
En concreto, procede la modificación del Decreto 109/1992, 
de 9 de junio, sobre autorizaciones de centros docentes priva-
dos para impartir enseñanzas de régimen general, del Decreto 
193/1997, de 29 de julio, sobre autorizaciones de centros do-
centes privados para impartir enseñanzas artísticas, del De-
creto 233/1997, de 7 de octubre, por el que se regulan las 
escuelas de música y danza, y del Decreto 149/2009, de 12 
de mayo, por el que se regulan los centros que imparten el 
primer ciclo de la educación infantil. 


